PROYECTO DE COMUNICACIÓN

La Cámara de Diputados de la Provincia vería con agrado que el Poder Ejecutivo, por intermedio de los organismos que corresponda, proceda a informar sobre:

a) Los Jueces Comunales y Jefes de Registro Civil que el Poder Ejecutivo ha designado durante el período comprendido entre el 24 de junio y el 10 de diciembre de 2003, identificando los decretos correspondientes a dichos nombramientos.

b) Los secretarios y personal de Juzgados Comunales y de Registro Civil que el Poder Ejecutivo ha designado durante el período comprendido entre el 01 de enero de 2000 y el 10 de diciembre de 2003, identificando los decretos correspondientes a dichos nombramientos.

c) Si al momento de las designaciones a que refieren los puntos a) y b) existían criterios de selección y evaluación de antecedentes aplicables para las designaciones de dichos funcionarios. En caso afirmativo – cuales fueron los utilizados y los antecedentes de los designados.

d) Si los nombrados tenían domicilio en el distrito donde desarrollarán sus actividades inmediatamente antes de su designación, dando cuenta del tiempo de residencia en el mismo. En caso de corresponder, que se informen las razones por las que se consideró conveniente la designación de personal ajeno a las jurisdicciones donde se encuentran las sedes de los juzgados y/o Registros Civiles. 

Señor Presidente: 

En la Sesión del 17 de junio de 2004 la Cámara de Diputados dio una lamentable muestra de los extremos que se pueden alcanzar cuando se pretende ocultar los actos de gobierno por medio del uso abusivo de las mayorías.

La cuestión tuvo su origen en un arbitrario e inexplicable despacho de la Comisión de Asuntos Laborales, Gremiales y de Previsión, según el cual resulta redundante que los Señores Diputados planteen interrogantes o consultas al Poder Ejecutivo sobre los decretos dictados, es decir sobre sus actos de gobierno.

A cambio de las preguntas refieren a información supuestamente disponible para los Señores Legisladores autores del proyecto, que consiste en un listado que contiene números de decretos y años en que fueron dictados, sin referencia alguna a sus contenidos. Así es que recibimos 540 fotocopias de listados que carecen de la información requerida:

AÑO
Nº DE DECRETOS

1999
0001 al 0148

2000
0001 al 4299

2001
0001 al 4195

2002
0001 al 4008

2003
0001 al 4300

Total decretos 1999/2003
16.950.-

Concluimos entonces que según el elevado y racional criterio expuesto por los promotores del despacho de la Comisión de Asuntos Laborales, Gremiales y de Previsión, lamentablemente compartido por otros legisladores y por la Comisión de Asuntos Constitucionales y Legislación General, los legisladores deben leer 16.950 decretos, de ellos identificar los que refieren a designaciones en los Juzgados Comunales, y una vez separados los que interesen, procedan a su análisis.

Si extendemos el análisis, el oficialismo nos está diciendo que no admitirá preguntas sobre los actos del Poder Ejecutivo, y que de aquí en más los pedidos de informes que indaguen sobre cuestiones comprometidas serán respondidos remitiendo a los “curiosos” a la lectura de 16.950 o más decretos, que podrán ser leídos pero sin hacer preguntas.

No pretendemos ser interpretes del Señor Gobernador, ni del actual ni del anterior, pero nos atrevemos a afirmar que los criterios usados en esta Cámara no son compartidos por los mismos, por la simple y elemental razón de que son irracionales.

No queremos realizar aportes adicionales al desprestigio de la labor legislativa, la contribución de la Comisión aludida es suficiente, solo queremos manifestar que la conducta que nos ocupa amerita el planteo de una cuestión de privilegio, que no haremos por respeto a nuestros representados, pues ningún legislador, o conjunto de ellos tiene derecho a burlarse de quienes cumplimos con nuestras obligaciones de control sobre los actos del Poder Ejecutivo.

Es por ello que hoy reiteramos el pedido de informes apostando a la reflexión de la mayoría al momento de su consideración.

Cabe recordar que por medio de una minuta de comunicación aprobada por esta Cámara el 22 de mayo de 2003, ha resultado posible obtener, parcialmente la información requerida respecto de la designación de jueces comunales y responsables de Registro Civil.

Decimos que hemos obtenido parcialmente, pues el Poder Ejecutivo ha omitido de responder al punto c) de dicha minuta de comunicación, que textualmente expresaba: “ Si existen criterios de selección y evaluación de antecedentes aplicables para las designaciones de dichos funcionarios. En caso afirmativo cuales fueron los criterios utilizados y los antecedentes de los designados.”

Además se ha informado a esta Cámara sobre la necesidad de residencia en la localidad de los jueces comunales, hecho por otra parte conocido, pero nada se dice sobre la residencia inmediatamente anterior a la designación de estas personas, elemento que era la esencia de la consulta, pues se pretendían conocer las razones en que se justificaba cada designación en los casos en que los favorecidos no residieran con anterioridad en el lugar en que prestarían sus servicios al ser designados.

Pero además de ello, y considerando los hechos ocurridos con posterioridad, es posible afirmar que la información requerida ha sido insuficiente y debe ser complementada con  la correspondiente a la designación de secretarios y personal en los juzgados comunales desde principios del año 2002, a la que se debe adicionar la correspondiente a jueces comunales y titulares de Registro Civil desde la fecha de la respuesta anterior (24/06/03) y hasta la finalización del mandato del Señor Carlos Alberto Reutemann.

Mucho se ha dicho sobre las designaciones dispuestas por el Poder Ejecutivo en el último semestre de su gestión, por lo que no abundaremos sobre el particular, solo aspiramos a obtener la información completa que nos posibilite dimensionar e identificar los criterios en que se sustentan las designaciones.

Por las razones expuestas, solicitamos a los Señores Diputados la aprobación del presente proyecto de comunicación.

